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Estimados Señores: 
 
 A continuación, reproducimos las jurisprudencias y tesis asiladas que consideramos 
relevantes, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación correspondiente al mes de Abril 
de 2019, esperando les sean de utilidad. 
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CONSTITUCIONAL Y DERECHOS HUMANOS 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019649  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXIV/2019 (10a.)  
 
SEGURIDAD SOCIAL. LAS NORMAS QUE CONDICIONAN EL ACCESO A LAS 
PRESTACIONES EN ESTE ÁMBITO A QUE SE TRATE DE MATRIMONIOS O CONCUBINATOS 
CONSTITUIDOS POR PERSONAS DE SEXOS DIFERENTES ENTRE SÍ, VIOLAN LOS 
DERECHOS A LA IGUALDAD, NO DISCRIMINACIÓN Y PROTECCIÓN A LA FAMILIA. 
 
Dado que el derecho a la seguridad social a favor del trabajador suele incluir en forma extensiva a 
los familiares de aquél, entre los cuales están los parientes por afinidad que incluyen al cónyuge o 
concubino(a) del trabajador(a), entonces, en principio, para acceder a esas prestaciones basta 
demostrar la calidad de cónyuge o concubino(a) respecto del trabajador(a); sin embargo, si las 
normas respectivas condicionan el acceso a esos beneficios a fórmulas que impliquen la diferencia 
de sexo entre el trabajador(a) y su cónyuge o concubino(a) –como ocurre al usar expresiones como 
"la cónyuge del trabajador", "el cónyuge de la trabajadora", "la concubina del trabajador" o "el 
concubino de la trabajadora"–, esas normas son violatorias de los derechos a la igualdad y no 
discriminación, a la familia y la seguridad social, en razón de estar construidas sobre estructuras 
gramaticales referidas a un modelo de familia generado a partir de un concepto restringido (a pesar 
de que el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contiene un 
concepto amplio) y, por tanto, impedir el acceso a la seguridad social a las parejas del mismo sexo, 
quienes gozan de los derechos a la seguridad social cuando constituyeron un matrimonio o 
concubinato. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 710/2016. Myrna Teresita Hernández Oliva y otra. 30 de noviembre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretarios: Carlos Alberto Araiza Arreygue y Ron Snipeliski Nischli. 
 
Amparo en revisión 750/2018. Teódulo Rojas Flores. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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AMPARO 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019692  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 30/2019 (10a.)  
 
VIOLACIONES PROCESALES QUE TRASCIENDEN AL RESULTADO DEL FALLO. EL 
ARTÍCULO 174 DE LA LEY DE AMPARO NO VULNERA EL NUMERAL 107, FRACCIÓN III, 
INCISO A), DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
La constitucionalidad de una norma secundaria no depende de que su contenido esté previsto 
expresamente en la Constitución, sino de que respete los principios constitucionales. De ahí que el 
mero hecho de que el artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Federal no establezca 
expresamente que la parte quejosa debe precisar en su demanda por qué la violación procesal 
trasciende al resultado del fallo, no convierte en inconstitucional el artículo 174 de la Ley de Amparo. 
De una interpretación teleológica, tanto del artículo 107, fracción III, inciso a), constitucional, como 
del artículo 174 de la Ley de Amparo, se advierte que el Constituyente fue claro en imponer a la 
parte quejosa la carga de invocar todas las violaciones procesales que estime hayan sido cometidas 
en el procedimiento de origen, y consideró que la suplencia de la queja por parte del Tribunal 
Colegiado del conocimiento sólo procede en las materias civil y administrativa en los casos previstos 
en el artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo vigente. En otras palabras, cuando haya habido, 
en contra del recurrente, una violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar 
los derechos previstos en el artículo 1o. de la propia Ley de Amparo. Lo anterior, se traduce en que 
los tribunales de amparo sólo están obligados a suplir la deficiencia de la queja cuando adviertan 
una violación clara, innegable, que afecte sustancialmente al quejoso en su defensa. Sólo en esos 
casos, no se exigirá al quejoso que haya hecho valer la violación de que se trate, ni que haya 
cumplido con los requisitos que establece la Ley de Amparo para el estudio de los conceptos de 
violación. Lo anterior es así, porque si el propio inciso a), de la fracción III, del artículo 107 
constitucional, establece que en el amparo directo sólo se estudiarán las violaciones procesales ‘que 
afecten las defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo’, y se parte de la base de que 
la suplencia de la queja sólo procede en los casos en que el Tribunal Colegiado advierta que hubo 
una violación evidente que dejó al quejoso sin defensa por afectar sus derechos fundamentales. Por 
demás, resulta razonable que la ley exija que la parte quejosa precise aquellas violaciones que no 
son evidentes, y que proporcione al tribunal de amparo todos los elementos que puedan ser 
necesarios para proceder a su estudio, incluyendo la precisión de por qué trascendieron al resultado 
del fallo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 502/2014. Lorenzo Alcantar López y otros. 21 de mayo de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
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Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz. 
 
Amparo directo en revisión 2479/2016. Ricardo Salido Moreno y otros. 15 de marzo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo directo en revisión 483/2018. Banco Nacional de México, S.A., integrante del Grupo 
Financiero Banamex. 23 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio 
Silva Díaz. 
 
Amparo directo en revisión 1699/2018. Martha Elena Reyes Pereyra. 5 de septiembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz. 
 
Amparo directo en revisión 5807/2018. Compañía de Aguas de Ramos Arizpe, S.A. de C.V. 9 de 
enero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham 
Pedraza Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 30/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de tres de abril de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019663  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXI/2019 (10a.)  
 
DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. ALCANCE DEL PRINCIPIO DE JUSTICIA 
COMPLETA RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 192/2007, 
determinó que el derecho a la tutela judicial efectiva consagra los siguientes principios: 1) de justicia 
pronta; 2) de justicia completa; 3) de justicia imparcial; y 4) de justicia gratuita. Ahora, si el citado 
derecho está encaminado a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla lo hagan de 
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manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se encuentran 
obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que 
realizan actos materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia tienen 
la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, 
independientemente de que se trate de órganos judiciales, o bien, solo materialmente 
jurisdiccionales. En ese contexto, es factible concluir que dentro del principio de justicia completa, 
se puede incardinar el derecho a que las sentencias dictadas se ejecuten plena y cabalmente, ya 
que de otra manera no es posible entender que exista completitud en el fallo pronunciado si no se 
ejecuta y materializa en los hechos, tal y como lo determinó previamente el órgano jurisdiccional 
correspondiente. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1047/2018. Transportes León-México, S.A. de C.V. 20 de febrero de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019662  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 68/2019 (10a.)  
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN, ENTRE OTROS, LOS ARTÍCULOS 75 
Y 127 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y DECRETO 
POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS Y SE ADICIONAN DISPOSICIONES AL CÓDIGO PENAL FEDERAL. LA 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CASOS RELACIONADOS CON SU RECLAMO, 
CORRESPONDE A LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES ESPECIALIZADOS EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA. 
 
Tratándose del reclamo de decretos legislativos se debe acudir al bien jurídico o interés fundamental 
tutelado en las normas generales que los contienen, pues así se asegura que el juzgador que se 
pronuncie sobre su constitucionalidad se encuentre especializado en la materia correspondiente. En 
ese sentido, toda vez que los decretos mencionados persiguen un bien jurídico o interés fundamental 
de carácter administrativo, pues las normas sobre las que versan inciden en el adecuado ejercicio 
de la función pública a efecto de tutelar las finanzas públicas del país para un mejor desarrollo de la 
economía nacional, en cuanto a la actividad programática y presupuestaria en materia de 
remuneraciones de los servidores públicos federales, se concluye que los órganos jurisdiccionales 
especializados en materia administrativa son competentes para conocer y resolver todos los casos 
(juicios de amparo, recursos, incidencias, impedimentos o cualquier otro) relacionados con su 
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reclamo, así como de sus actos de aplicación, como pudieran ser el Presupuesto de Egresos de la 
Federación, los proyectos de presupuestos, los tabuladores y manuales de remuneraciones y demás 
percepciones (tanto ordinarias como extraordinarias), su publicidad en las páginas de internet 
respectivas y todos los demás actos tendentes a lograr la ejecución de los decretos citados, así 
como las omisiones legislativas vinculadas con esos decretos. Se aclara que al tener los quejosos 
el carácter de trabajadores del Estado –con relación laboral o administrativa, de base o de 
confianza– en la resolución de los asuntos, el órgano jurisdiccional debe acudir a la interpretación 
conjunta de normas laborales (además de las administrativas) como lo son los derechos tutelados 
en el artículo 123 de la Constitución Federal, la protección al salario, o la aplicación de figuras como 
la suplencia de la queja prevista en el numeral 79, fracción V, de la Ley de Amparo, la cual la prevé 
en beneficio de cualquier trabajador, con independencia de que su relación sea laboral o 
administrativa. Asimismo, toda vez que el artículo 2 de la Ley de Federal de Remuneraciones de los 
Servidores Públicos establece que tiene como destinatarios a los servidores públicos que integran 
el Poder Legislativo Federal, el Poder Judicial de la Federación, los entes públicos federales 
incluidos aquellos a los que la propia Constitución Federal reconoce autonomía o independencia, 
los tribunales administrativos de la Federación, la PGR, la Presidencia de la República, las 
dependencias federales y los organismos, empresas y fideicomisos del sector paraestatal federal y 
aquellos entes no sujetos al régimen paraestatal cuando la remuneración respectiva esté afecta 
directa o indirectamente al presupuesto federal, en consecuencia, el órgano jurisdiccional que 
corresponda deberá de tomar en consideración de manera individualizada a qué régimen pertenece 
cada trabajador, a efecto de que cada caso se resuelva atento a los lineamientos constitucionales y 
legales que operan para cada uno. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 37/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo Cuarto 
en Materia de Trabajo, Quinto en Materia Administrativa y Primero en Materia de Trabajo, todos del 
Primer Circuito. 20 de marzo de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 1/2019, el sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 24/2018, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el 
conflicto competencial 3/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 68/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintisiete de marzo de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
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Registro: 2019636  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.2o.C.9 K (10a.)  
 
NOTARIO PÚBLICO. ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO 
OMITE ENTREGAR LA ESCRITURA CORRESPONDIENTE A LA PARTE INTERESADA 
DEBIDAMENTE INSCRITA EN EL INSTITUTO DE LA FUNCIÓN REGISTRAL. 
 
El artículo 5o., fracción II, de la Ley de Amparo establece que son partes en el juicio de amparo, 
entre otras: "La autoridad responsable, teniendo tal carácter, con independencia de su naturaleza 
formal, la que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue 
situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria; u omita el acto que de realizarse crearía, 
modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas. Para los efectos de la propia ley, los 
particulares tendrán la calidad de autoridad responsable cuando realicen actos equivalentes a los 
de autoridad, que afecten derechos en los términos de esta fracción y cuyas funciones están 
determinadas por una norma general.". En cuanto a la naturaleza de la autoridad se ha reconocido 
con ese carácter a los organismos descentralizados; una de sus categorías son la descentralización 
por colaboración en donde el Estado autoriza o delega a un particular el ejercicio de una actividad 
que originariamente le corresponde, lo que acontece con la fe pública, por lo que, desde una 
perspectiva organicista, el notario público es un organismo descentralizado por colaboración. Por 
otra parte, de la regulación integral de la Ley del Notariado, se advierte que el particular primero 
debe tener el carácter de aspirante a la función notarial, luego obtener el nombramiento de notario 
y colegiarse obligatoriamente para realizar sus funciones, además, entre otros requisitos, debe rendir 
protesta de ley, otorgar depósito en efectivo ante el colegio, proveerse a su costa del protocolo y 
sello de autorizar y su firma. Esto último es muy importante, porque la unilateralidad del acto del 
notario se manifiesta, precisamente, cuando coloca su sello y firma autorizando o no, con la razón 
de "no pasó", en las actas y escrituras correspondientes de su protocolo, y que significa la 
aprobación por el notario del acto o hecho jurídico pasado ante su fe, lo que es independiente de la 
relación de coordinación por la que los particulares solicitan su actuación, en virtud de que el 
autorizar o no un instrumento notarial, es un acto de supra a subordinación, de carácter obligatorio 
y sustentado en una norma general, como la Ley del Notariado y que puede crear, modificar o 
extinguir situaciones jurídicas en beneficio o perjuicio de los gobernados. Además, el acto 
impugnado es equivalente a un acto de autoridad, porque si bien el notario, en un principio es 
contratado por el particular para dar fe de un acto o hecho jurídico, lo cierto es que su actuación 
central es autorizar o no, con su sello y firma, el instrumento notarial respectivo, para lo cual no 
incide en la voluntad del particular, pues no obstante que el notario fue contratado, puede no 
autorizar la escritura o el acta correspondiente y, desde esa óptica, está actuando frente al particular 
en un plano de supra a subordinación, dado que este último tiene que acatar la decisión unilateral 
del notario, de autorizar o no el instrumento, lo que lleva a cabo con apoyo en una normativa general 
(Ley del Notariado y legislación aplicable al caso concreto), por sí y ante sí, sin necesidad de que 
alguna autoridad homologue su determinación, con un efecto de imperium, porque su decisión está 
investida de fe pública (que originariamente corresponde al Estado, quien se la delega) y con la 
consecuencia de que esa autorización de la escritura o del acta, crea, modifica o extingue 
situaciones jurídicas a favor o en detrimento de un particular. Estas notas distintivas se actualizan, 
en la especie, porque el notario autorizó la escritura y, la consecuencia jurídica era inscribirla en el 
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Instituto de la Función Registral y entregar al comprador el testimonio correspondiente pero, si no lo 
hace, es una omisión equivalente a un acto de autoridad y, por ende, impugnable en el juicio de 
amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 166/2018. 4 de octubre de 2018. Mayoría de votos. Disidente: Noé Adonai 
Martínez Berman. Ponente: Juan Carlos Ortega Castro. Secretario: Miguel Isaí Martínez 
Campuzano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019616  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XXX/2019 (10a.)  
 
AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA SE 
INTERRUMPE CUANDO POR ERROR SE PLANTEÓ EN LA VÍA INDIRECTA ANTE EL JUEZ DE 
DISTRITO. 
 
De la interpretación constitucionalmente válida del artículo 176, segundo párrafo, de la Ley de 
Amparo se concluye que la regla según la cual la presentación de la demanda ante autoridad distinta 
de la responsable no interrumpe los plazos que para su promoción establece esa ley, se actualiza 
en el caso de una demanda de amparo planteada en la vía directa, mas no cuando el quejoso 
equivoca la vía y presenta su demanda como amparo indirecto ante el Juez de Distrito, pues esta 
última hipótesis, igual que ocurre con una demanda de amparo indirecto presentada en la vía directa, 
se resuelve en los artículos 45 y 47 de la misma ley mediante la reconducción de la vía y el envío 
de la demanda ante el órgano competente, lo cual supone que su presentación se tiene por válida y 
susceptible de interrumpir el plazo respectivo por hacerse bajo las reglas del juicio de amparo que 
se creyó procedente. Así, equiparar el caso de un juicio de amparo tramitado erróneamente en la 
vía indirecta con el supuesto normativo del artículo 176 citado, sobre la presentación de la demanda 
de amparo directo ante autoridad distinta de la responsable, no sólo resulta en una interpretación 
que contraviene la unidad y coherencia de la Ley de Amparo, sino que también atenta contra los 
derechos de acceso a la justicia y a un recurso efectivo, porque impone al justiciable la carga 
excesiva de no errar en la determinación de la vía procedente cuyo incumplimiento puede derivar en 
la extemporaneidad de la demanda, cuestión que no está relacionada con las cargas procesales 
razonables que pueden exigirse a los gobernados para la correcta administración de justicia, ante la 
posibilidad de que bajo ciertas circunstancias no resulte fácil la determinación de la vía correcta. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 723/2018. Carlos Gracida Liceaga, su sucesión. 31 de octubre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien indicó que está con el sentido pero 

http://www.rendonguerrero.com/


SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN – ABRIL 2019                         
 

 

 

Florencia No. 57, Piso 11, Col. Juárez, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06600, Ciudad de México,  Méxic o  

Te ls .  (5 2 5 5 )55 -3 3 -69 -1 4  / (5 2 5 5 )  5 5 -1 4 -7 7 -9 4  /  www.rendonguerrero.com  

10 

por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 

FAMILIAR 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019687  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.VII.C. J/7 C (10a.)  
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN II, DE LA 
LEY DE AMPARO. TAMBIÉN PROCEDE A FAVOR DEL DEUDOR ALIMENTARIO. 
 
El artículo citado prevé la suplencia de la queja a favor de tres grupos distintos: los menores de 
edad, los incapaces y la familia, en aquellos casos en que se afecte su orden y desarrollo. Ahora 
bien, un juicio de alimentos conlleva, inevitablemente, una afectación al orden y estabilidad del 
núcleo familiar, razón por la que el órgano de amparo debe evitar que la ruptura de las relaciones 
entre sus miembros provoquen un impacto jurídicamente diferenciado, concretamente entre 
acreedor y deudor alimentario, pues la tutela del Estado puede empalmarse, cuando se encuentran 
en juego instituciones de orden público como los alimentos, resolviendo la cuestión efectivamente 
planteada sin tomar en cuenta rigorismos técnicos, por lo que la suplencia de la queja en el juicio de 
amparo, también aplica al deudor alimentario por ser integrante del concepto familia. No obstante, 
no debe ser absoluta en el sentido de validar cada una de las determinaciones de la autoridad aun 
cuando no le reporten beneficio al quejoso o recurrente, sino sólo implicará el pronunciamiento para 
aquellos casos donde el juzgador la considere útil para favorecer al quejoso y, por ende, la protección 
constitucional resulte procedente. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 5/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, y el sustentado por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 12 de noviembre de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Magistrados Ezequiel Neri Osorio, Isidro Pedro Alcántara Valdés, José Manuel 
De Alba De Alba y José Luis Vázquez Camacho. Disidentes: Alfredo Sánchez Castelán y Clemente 
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Gerardo Ochoa Cantú. Ponente: Alfredo Sánchez Castelán. Secretario: Martín Ramón Brunet 
Garduza. 
 
Tesis y criterios contendientes:  
 
Tesis (IV Región)2o. J/8 (10a.), de título y subtítulo: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
MATERIA FAMILIAR. OPERA EN FAVOR DE CUALQUIERA DE LAS PARTES EN EL LITIGIO, 
CUANDO SE INVOLUCREN DERECHOS ALIMENTARIOS.", aprobada por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 2018, 
página 1872, y  
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 939/2017. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019657  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. XXXII/2019 (10a.)  
 
ALIMENTOS PARA MENORES DE EDAD. NO PUEDE SOLICITARSE EL PAGO DE LA DEUDA 
CONTRAÍDA PARA CUBRIRLOS A TRAVÉS DE UNA ACCIÓN PERSONAL DISTINTA A LA DE 
ALIMENTOS, Y SUPEDITADA A CIERTOS REQUISITOS PROPIOS DE UNA RELACIÓN DE 
NEGOCIOS AISLADA DE UN ENFOQUE DE DERECHOS HUMANOS (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE GUANAJUATO). 
 
La redacción del artículo 377 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, vigente hasta el 24 de 
septiembre de 2018, que establece que cuando el marido no estuviere presente, o estándolo 
rehusare entregar a la mujer lo necesario para los alimentos de ella o de los hijos, será responsable 
de las deudas que la esposa contraiga para cubrir esa exigencia; pero sólo en la cuantía 
estrictamente necesaria para ese objeto, y siempre que no se trate de gastos de lujo, no justifica 
desvirtuar la naturaleza de los alimentos que deben otorgarse a los menores, ya que éstos 
trascienden la legislación civil y deben verse desde una perspectiva constitucional. A partir de la cual 
la obligación de proporcionar alimentos posee características especiales que la diferencian de las 
obligaciones originadas por la voluntad de negociar, por lo que no puede entenderse dicha obligación 
de forma aislada al beneficio de un menor. Así, para esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, los alimentos caídos tienden a satisfacer el derecho fundamental de alimentos 
que le asiste a un menor, ya que la obligación de proporcionarlos es de ambos progenitores. De esta 
forma se garantiza el desarrollo del menor. Por ello, no puede solicitarse el pago de la deuda 
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contraída para cubrir la obligación alimentaria a través de una acción personal distinta a la de 
alimentos, y supeditada a ciertos requisitos propios de una relación de negocios aislada de un 
enfoque de derechos humanos, pues ello vulneraría la naturaleza y el fin de los alimentos, analizados 
a la luz del interés superior del menor, y sería contrario al artículo 1o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2209/2016. 1 de marzo de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019637  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.12o.C.125 C (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. LA SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA QUE 
ORDENA LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO, AL SEGUIRSE REALIZANDO LOS 
DESCUENTOS POR EL MONTO DE AQUÉLLA, QUE ES MAYOR A LA DEFINITIVA, 
CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. 
 
El artículo 107, fracciones III y V, de la Ley de Amparo, en relación con el numeral 107, fracción III, 
inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ha sido interpretado por el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que para que los actos 
reclamados puedan calificarse de imposible reparación, necesitan producir una afectación material 
a los derechos sustantivos tutelados en la Constitución Federal o en los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos, y no únicamente que produzcan una lesión formal o adjetiva que no 
necesariamente llegará a trascender al resultado del fallo. En este sentido, señaló que el legislador 
precisó dos condiciones para la procedencia del amparo en estos casos: a) Que los actos "afecten 
materialmente derechos"; y, b) Que esos derechos revistan la categoría de "sustantivos", es decir, 
que se encuentren tutelados en la Constitución Federal o en los tratados internacionales en materia 
de derechos humanos. Por regla general, estas características no las reúne la resolución de segunda 
instancia que revoca la de primera y ordena reponer el procedimiento por error en la sustanciación 
del juicio, toda vez que tiene efectos meramente procesales o adjetivos. Sin embargo, en la 
contradicción de tesis 97/2015, la Segunda Sala del Alto Tribunal aclaró que dicha regla no es 
absoluta, pues no puede soslayarse que habrá casos en los que los efectos de una reposición del 
procedimiento sí pueden afectar derechos sustantivos que ameriten un análisis inmediato mediante 
el juicio de amparo, por lo que el análisis de su procedencia contra este tipo de resoluciones implica 
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un examen ponderado sobre los efectos concretos y específicos que produce el procedimiento, tanto 
en las cosas como en las personas. Por tanto, es tarea del juzgador de amparo analizar en cada 
caso, si la consecuencia producida en el procedimiento, constituye o no un acto de imposible 
reparación para efectos de la procedencia del juicio de amparo. En este contexto, si el acto 
reclamado afecta derechos fundamentales del deudor alimentario, al disponerse de los frutos de su 
trabajo y de sus bienes, reconocidos en los artículos 5o. y 123 constitucionales, derivado de una 
resolución que repuso el procedimiento, al seguirse realizando los descuentos a su fuente de 
ingresos por el monto de la pensión provisional, que es mayor a la definitiva, y cuyos efectos 
materiales sólo pueden dejar de producirse cuando la pensión definitiva ya sea susceptible de 
ejecución, en tanto que los alimentos son de tracto sucesivo e indispensables para su subsistencia, 
ello tiene efectos de imposible reparación. De ahí que esta afectación al quejoso no se destruye por 
el solo hecho de obtener una sentencia definitiva favorable a sus pretensiones en el juicio, pues las 
cantidades que pagará por concepto de pensión alimenticia provisional se destinarán a cubrir las 
necesidades alimentarias de los acreedores, lo que significa que serán consumidas y no se le podrán 
reintegrar, aun cuando obtuviera una sentencia absolutoria o se fijara de nuevo como pensión 
alimenticia definitiva una cantidad menor, toda vez que es criterio de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, que no procede la devolución de las cantidades descontadas al 
deudor alimentario, a pesar de que el acreedor no demuestre en el juicio la necesidad de recibirlas 
o se haya disminuido el monto de la pensión alimenticia, como lo justificó en la jurisprudencia 1a./J. 
42/2011, de rubro: "ALIMENTOS PROVISIONALES. NO PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DE LAS 
CANTIDADES DESCONTADAS AL DEUDOR, AUN CUANDO EL ACREEDOR NO DEMOSTRÓ 
EN EL JUICIO LA NECESIDAD DE RECIBIRLAS.". De esta manera, la resolución de segunda 
instancia que ordena la reposición del procedimiento afecta en forma presente el ejercicio del 
derecho a recibir un salario y a la propiedad, tutelados en la Constitución Federal, aun antes del 
dictado del fallo definitivo, pues la afectación no depende de éste, ya que aun obteniendo un fallo 
favorable a sus intereses, la afectación real y actual que sufre el quejoso quedará materializada y 
no es susceptible de repararse; de modo que ese acto tiene el carácter de imposible reparación y 
debe ser materia de análisis constitucional. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 373/2018. 6 de diciembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito 
López Ramos. Secretario: Hugo Alfonso Carreón Muñoz. 
 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 97/2015 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de agosto de 2016 a las 
10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo 
II, agosto de 2016, página 1151. 
 
La tesis de jurisprudencia 1a./J. 42/2011 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 33. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019729  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de abril de 2019 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XXVI.1 C (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA. POR REGLA GENERAL SU PAGO ES RETROACTIVO AL MOMENTO 
DEL NACIMIENTO DEL MENOR, SALVO QUE EL DEUDOR ALIMENTARIO HAYA ADQUIRIDO 
SU MAYORÍA DE EDAD CON POSTERIORIDAD A ÉSTE, PUES SÓLO DESDE QUE ADQUIERE 
CAPACIDAD DE EJERCICIO ES CUANDO SE LE PUEDE OBLIGAR A ELLO. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las tesis aisladas, de títulos y 
subtítulos: "ALIMENTOS. LA PENSIÓN ALIMENTICIA DERIVADA DE UNA SENTENCIA DE 
RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD DEBE SER RETROACTIVA AL MOMENTO DEL 
NACIMIENTO DEL MENOR." y "ALIMENTOS. ELEMENTOS QUE EL JUZGADOR DEBE 
CONSIDERAR PARA CALCULAR EL QUÁNTUM DE LA PENSIÓN ALIMENTICIA CUANDO LA 
OBLIGACIÓN DEBA RETROTRAERSE AL MOMENTO DEL NACIMIENTO DEL MENOR.", 
estableció que la pensión alimenticia derivada de una sentencia de reconocimiento de paternidad 
debe retrotraerse al instante en que nació la obligación, esto es, al en que se generó el vínculo y 
que es, precisamente, el nacimiento del menor; asimismo, que es en el padre en quien recae la 
carga de probar la existencia de razones justificadas por las que deba relevarse de la obligación de 
contribuir al sostenimiento del menor a partir de la fecha de nacimiento del niño o la niña; sin 
embargo, para determinar el quántum de la obligación alimentaria debe considerarse, como caso de 
excepción, el hecho de que el padre haya cumplido su mayoría de edad con posterioridad al 
nacimiento del menor, pues es innegable que previo a ello no tenía capacidad de ejercicio, razón 
por la que no puede obligársele a cumplir con la obligación de dar alimentos a partir de su nacimiento, 
máxime si tampoco se constató su solvencia económica o su emancipación, ya que la minoría de 
edad en una persona origina restricciones en su capacidad de ejercicio en la vida jurídica, no 
quedando vinculada a las consecuencias jurídicas de los actos en los que interviene; de ahí que el 
pago de la pensión deba contabilizarse a partir de la fecha en que el padre del menor adquirió su 
mayoría de edad, por ser el momento en el que puede legalmente asumir esa obligación. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 247/2017. 22 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Arizpe 
Rodríguez. Secretaria: Mónica García Flores. 
 
Nota: Las tesis aisladas 1a. LXXXVII/2015 (10a.) y 1a. XC/2015 (10a.) citadas, aparecen publicadas 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de febrero de 2015 a las 9:30 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 15, Tomo II, febrero de 
2015, páginas 1382 y 1380, respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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MERCANTIL 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2019667  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: VIII.2o.C.T.10 C (10a.)  
 
JUICIO ORAL MERCANTIL. LA REGLA GENERAL CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1061, 
FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, ES INAPLICABLE EN CUANTO A LOS 
DOCUMENTOS QUE DEBEN ANEXARSE A LA DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN. 
 
El artículo y fracción citados, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
25 de enero de 2017, estableció que al primer escrito deberán acompañarse copias simples o 
fotostáticas del Registro Federal de Contribuyentes (RFC), de la Clave Única de Registro de 
Población (CURP) tratándose de personas físicas, y de la identificación oficial del actor o 
demandado. No obstante, dicha fracción es inaplicable al juicio oral mercantil, en relación con los 
requisitos que deben cumplir los escritos de demanda y su contestación, pues si bien en términos 
del diverso artículo 1390 Bis 8, en todo lo no previsto en el título especial "Del juicio oral mercantil", 
regirán las reglas generales del Código de Comercio; sin embargo, en el numeral 1390 Bis 11, en 
correlación con el diverso 1390 Bis 17, ambos del propio código, se establecen los requisitos que 
deben cumplirse al presentar la demanda y su contestación, esto es, se regula eficientemente la 
forma y exigencias que deben cumplir éstas; por consiguiente, en este caso, no se reúnen todos y 
cada uno de los requisitos necesarios para que opere la figura jurídica de la supletoriedad (en 
particular, el atinente a que la ley o regla a suplir no prevea la institución o las cuestiones jurídicas 
que pretenden aplicarse supletoriamente). Así pues, si en los preceptos citados en último término, 
no se establecen como requisitos de la demanda y, por ende, de su contestación, en el juicio oral 
mercantil, los atinentes a que el actor o el demandado anexen copias simples de los documentos de 
mérito; entonces, el juzgador no debe requerir a las partes para que cumplan con esas exigencias 
y, mucho menos, para que, ante su incumplimiento, deseche la demanda o la tenga por no 
contestada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 951/2017. Banco Santander (México), S.A., I.B.M., Grupo Financiero Santander. 9 
de agosto de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Octavio Villarreal Delgado. Secretario: 
Néstor Merced Guerrero Morales. 
 
Amparo directo 540/2018. Banco Santander (México), S.A., I.B.M., Grupo Financiero Santander. 7 
de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Gabriel Olvera Corral. Secretaria: Elva 
Guadalupe Hernández Reyes. 
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Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019621  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 27/2019 (10a.)  
 
 
COMISARIOS. LOS ARTÍCULOS 154 Y 171 DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES 
MERCANTILES, NO VIOLAN EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD DE TRABAJO. 
 
Del contenido de los citados preceptos se desprende que en el caso de los comisarios, se aplicarán 
las mismas disposiciones contenidas en los artículos 144, 152, 154, 160, 161, 162 y 163 de la Ley 
General de Sociedades Mercantiles; esto es que la misma ratio iuris contenida en el artículo 154 del 
ordenamiento legal mencionado, aplicable a los administradores de la sociedad, deberá serlo 
también para los comisarios, lo que implica que éstos deberán continuar en el desempeño de sus 
funciones aun cuando hubiere concluido el plazo para el que hayan sido designados, hasta en tanto 
no se hagan nuevos nombramientos y tomen posesión de sus cargos. En este orden, los artículos 
154 y 171 de la Ley General de Sociedades Mercantiles no vulneran el derecho fundamental a la 
libertad de trabajo, pues el comisario, sea socio o persona extraña, no es un empleado de la 
sociedad mercantil, pues en la ley existe prohibición expresa de que entre ellos pueda existir una 
relación de carácter laboral. En efecto, el comisario no es un trabajador de la sociedad mercantil, 
por no estar subordinado a los administradores de ésta, pues las funciones que la ley le encomienda 
son, en esencia, examinar ilimitadamente y en cualquier tiempo la situación financiera de la sociedad 
conforme a las operaciones realizadas, con la finalidad de auxiliar a la asamblea general de 
accionistas en la vigilancia de los actos de su órgano de administración. Por tal razón, la actividad 
del comisario necesariamente tiene la naturaleza de la prestación de un servicio, conforme a las 
estipulaciones que la asamblea general de accionistas y comisario convengan, bajo una forma 
contractual, pero no es un trabajador de la sociedad mercantil. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7516/2017. Enrique Proa Román y otro. 2 de mayo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Ricardo García de la Rosa.  
 
Amparo directo en revisión 6612/2017. Gerardo Vicente Hernández Pastor por propio derecho y en 
su carácter de administrador y comisario de Concordia Morelos, S.A. de C.V. y otro.23 de mayo de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo.  
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Amparo directo en revisión 571/2018. Enrique Proa Román. 6 de junio de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.  
 
Amparo directo en revisión 3471/2018. Enrique Proa Román y otro. 31 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.  
 
Amparo directo en revisión 6502/2018. Enrique Proa Román y otro. 30 de enero de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: César De La Rosa Zubran. 
 
Tesis de jurisprudencia 27/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019694  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de abril de 2019 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.4o.C.70 C (10a.)  
 
OBLIGACIÓN DE RESARCIR DAÑOS Y PERJUICIOS POR IMPAGO DE UN CHEQUE. 
ARMONIZACIÓN CON EL DERECHO CONVENCIONAL A LA JUSTA INDEMNIZACIÓN 
(Interpretación del artículo 193 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito). 
 
La primera parte del enunciado normativo del artículo 193 de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito establece como hechos, la presentación del cheque para su pago, la 
negativa de su cobertura por falta de fondos y que esto sea imputable al librador. Por otro lado, se 
instituye como consecuencia genérica, la obligación del librador de resarcir los daños y perjuicios 
que en su caso se hubieren causado. Ahora bien, la porción normativa que prevé que "en ningún 
caso la indemnización será menor del veinte por ciento del valor del cheque" admite dos 
interpretaciones. La primera surge de su literalidad, y lleva a que, inexorablemente, el librador debe 
pagar, en todos los casos, un mínimo equivalente al veinte por ciento del valor del cheque. La 
segunda, es de carácter funcional, y conduce a que el enunciado legal sólo contiene la presunción 
legal iuris tantum, de que el impago produce al tenedor daños y perjuicios, por un valor mínimo o 
equivalente al veinte por ciento del valor del título de crédito no cubierto. La primera intelección es 
contraria al principio de que la obligación de reparación sólo surge ante la existencia de daños reales. 
La contradicción se presume, porque la señalada interpretación impone un resarcimiento forzoso 
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por afectación al tenedor, no obstante que no esté acreditada su existencia, lo que podría dar lugar 
a un enriquecimiento sin causa, en tanto que el impago del cheque pudo no causar un daño o 
perjuicio o, los provocados, ser por un monto inferior al citado veinte por ciento. En cambio, la otra 
acepción es acorde al principio invocado, ya que la presunción indicada sólo releva al tenedor de la 
carga procesal de probar los daños y perjuicios sufridos, hasta ese veinte por ciento del importe del 
cheque; empero deja abierta la posibilidad de que el librador aporte los medios de convicción 
conducentes, para justificar en el caso concreto la inexistencia de daños y perjuicios, o que los 
causados son de un valor inferior. Con arreglo a lo anterior, el significado que se le debe dar al 
precepto analizado es que contiene una presunción iuris tantum que, como regla general, dispone 
que en los casos en los cuales ocurran los hechos descritos en la primera parte del artículo, la 
indemnización por daños y perjuicios siempre se presumirá causada por el mínimo del veinte por 
ciento del valor del cheque, disposición que no contraviene el derecho a la justa indemnización 
prevista en el artículo 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues esta 
presunción admite prueba en contrario, que permite al enjuiciado desvirtuarla, acreditando que los 
daños y perjuicios no se ocasionaron o que se generan por una suma menor. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 700/2018. Axa Seguros, S.A. de C.V. 25 de octubre de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo. Secretario: Fortres Mangas Martínez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

CIVIL 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019674  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.10o.C.19 C (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN NEGATIVA. NO OPERA RESPECTO DE LAS CUOTAS EXTRAODINARIAS DE 
MANTENIMIENTO DE UN INMUEBLE SUJETO AL RÉGIMEN DE PROPIEDAD EN CONDOMINIO 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Como dichas cuotas extraordinarias son pagos fijados por la asamblea general de un condominio 
para sufragar necesidades que temporalmente tiene, verbigracia, remodelar la fachada, vestíbulo y 
entrada; lavado de cisternas; reparación de elevadores; desazolve; arreglos eléctricos, etcétera; 
entonces no tienen la calidad de prestaciones periódicas a que se refiere el artículo 1162 del Código 
Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, por lo que, respecto de éstas, no 
se actualiza la prescripción negativa; puesto que una prestación periódica es la obligación que el 
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deudor –condómino y/o ocupante del bien– tiene que cumplir cada determinado tiempo, hasta en 
tanto exista el régimen de propiedad en condominio, es decir, esta obligación no se extingue 
mientras aquél exista. A diferencia de una cuota extraordinaria, que se extingue luego de haberse 
cubierto la necesidad para la cual fue determinada y, por tanto, no opera la prescripción negativa de 
ésta. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 281/2017. Comité de Vigilancia en su carácter de Administrador del Condominio. 23 
de noviembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Martha Gabriela Sánchez Alonso. Secretario: 
Miguel Ángel Silva Santillán. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019650  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.12o.C.122 C (10a.)  
 
 
SUBROGACIÓN DERIVADA DEL DIVORCIO DEL ARRENDATARIO. CARECE DE INTERÉS 
JURÍDICO PARA ACUDIR AL AMPARO LA EX CÓNYUGE QUE NO REALICE EL PAGO DEL 
PRECIO DE LA RENTA AL ARRENDADOR, PARA QUE ÉSTE TENGA CONOCIMIENTO DE ESA 
VOLUNTAD DE SUBROGARSE (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
El artículo 2448-M del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México 
establece que para la procedencia de la subrogación con motivo del divorcio del arrendatario deben 
darse las siguientes condiciones: 1. Que el divorcio del arrendatario se suscite durante el 
arrendamiento; 2. Que el arrendatario tenga hijos menores de edad; 3. Que la guarda y custodia de 
los menores se confiera al cónyuge no arrendatario; 4. Que el cónyuge que tenga a su cuidado a los 
menores, se subrogue voluntariamente en los derechos y obligaciones derivados del arrendamiento; 
lo que implica que se hace cargo de pagar la renta que es la obligación principal del arrendatario; 5. 
Que la o el cónyuge del arrendatario hubiere cohabitado en la finca durante el matrimonio. Ahora 
bien, el artículo 2058 del código citado, regula la figura de la subrogación como una forma de 
transmisión de obligaciones que no requiere del concurso de voluntades, sino que se lleva a cabo 
por ministerio de ley, esto es, por existir una disposición legal que determina esa consecuencia. Por 
otra parte, la forma general de subrogación se produce por el pago que realiza un tercero respecto 
de la obligación del deudor, lo que hace que se sustituye propiamente al obligado original por el 
interés que tiene en su cumplimiento. Por tanto, para que se produzca el beneficio de la subrogación 
en favor del ex cónyuge que continuará habitando el inmueble arrendado, es necesario que se 
acredite que desde el divorcio asumió la obligación de pagar la renta, en lugar del arrendatario 
original. De ahí que si solamente se acredita la existencia del arrendamiento y que está poseyendo 
como ex cónyuge del arrendatario, pero no que se ha subrogado en la obligación principal de pagar 
la renta, carece de interés jurídico para promover el juicio de amparo. Consecuentemente, para 
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acreditar el interés jurídico como subrogataria del arrendatario, no basta que se plantee la posesión 
derivada del hecho de que contrajo matrimonio con el demandado en el juicio de origen; que fijaron 
su domicilio conyugal en el inmueble materia de la controversia y que, posteriormente, se divorciaron 
y se decretó la guarda y custodia de los menores que procrearon, en su favor y que la ejerce en ese 
domicilio, puesto que, para actualizar el supuesto de la subrogación establecido en el artículo 2448-
M referido, voluntariamente debe hacerse el pago del precio de la renta al arrendador, para que éste 
tenga conocimiento de esa voluntad de subrogarse y si no se cumple con el pago, el arrendador no 
puede quedar vinculado con la quejosa por la relación de arrendamiento que celebró con su ex 
cónyuge y tampoco es oponible a la autoridad responsable; por ello no se acredita tener una causa 
legal para poseer y solamente se tiene una ocupación material del inmueble que no es la posesión 
que protege el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y si no se 
acredita la causa por la que se posee, no puede tenerse por demostrado el interés jurídico para 
acudir al juicio de amparo. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 262/2018. 27 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito 
López Ramos. Secretaria: Perla Anaid Cuandon Ávila. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019720  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de abril de 2019 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.4o.C.69 C (10a.)  
 
FIRMA. EL SIGNO "X" PUESTO EN DOCUMENTOS PRIVADOS NO TIENE AQUELLA CALIDAD. 
 
 
El signo "X" no admite ser considerado como la firma que debe asentarse en los documentos donde 
se formaliza un contrato, en términos del artículo 1834 del Código Civil Federal (similar al correlativo 
del Código Civil vigente en la Ciudad de México). Ciertamente, la doctrina jurídica considera a la 
firma, como un signo gráfico íntimo y personal de cada individuo, compuesto a veces con la 
anotación manuscrita del nombre y/o con rasgos de figuras caprichosas, impresos con solidez y 
estabilidad por una persona; puede ser completa o parcial, con o sin ortografía e incluso puede estar 
formada por signos caligráficos que no constituyen letras, y sirve para amparar la autenticidad de 
los actos y la legitimidad de los compromisos que se hacen constar en un documento. La principal 
característica de la firma es que los signos gráficos son únicos respecto de la persona que los 
imprime, por lo cual, la firma no pueda ser reproducida de manera manuscrita por otra persona, de 
modo que esta característica la convierte en un sello de distinción propio y personal, respecto de 
quien la asienta. Así, la finalidad de colocar la firma en la forma escrita de un contrato consiste en 
que: i. Se deje constancia de que la persona a quien se atribuye el acto jurídico es realmente quien 
lo emitió y, ii. Se proporcione seguridad para constituir la prueba de que sí se aceptaron los términos 
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del acto jurídico. En ese sentido es dable considerar, que el elemento esencial de la firma, consiste 
en otorgar seguridad, en principio, a las partes que participan en la constitución de un determinado 
acto jurídico. En este contexto, el signo "X" no cumple con las características ni con la finalidad de 
la firma que exige el artículo 1834 del Código Civil Federal, en tanto que no aporta un signo gráfico 
que logre individualizar determinado trazo que lo diferencie de otro y lo vuelva único respecto de la 
persona que lo asienta, con aptitud para generar seguridad a quienes formalizan por escrito un 
contrato. Por el contrario, la "X" es una marca o un signo de fácil anotación, que se puede hacer 
incluso con una regla, lo que demuestra que sólo es una forma de simular una firma, pero no 
constituye la firma por sí misma, ante la carencia de elementos gráficos que permitan identificar 
plenamente a la persona que celebró el acto jurídico. De ahí, que si en la forma escrita del contrato 
privado consta únicamente el signo de "X", éste no es contundente para determinar que se trata de 
la firma de la persona a quien se atribuye, porque al no constituir un trazo inequívoco, no da la 
certeza que evidencie fehacientemente la manifestación de voluntad de su autor. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 732/2018. Instituto Nacional de la Economía Social, por conducto de la Secretaría 
de Desarrollo Social. 23 de noviembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes 
Zapata. Secretaria: Vania Neira Rojas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019714  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de abril de 2019 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. XXXIV/2019 (10a.)  
 
DAÑO MORAL. SU EXISTENCIA POR LA AFECTACIÓN DEL DERECHO AL HONOR EN SU 
VERTIENTE DE BUENA REPUTACIÓN, NO GOZA DE PRESUNCIÓN, SINO QUE DEBE 
ACREDITARSE. 
 
El derecho humano al honor, como parte del bloque de los denominados derechos de la 
personalidad, comprende en su dimensión objetiva, externa o social, a la buena reputación, y ésta 
tiene como componentes, por una parte, las buenas cualidades morales o profesionales de la 
persona, que pueden considerarse valores respecto de ella y, por otra, la buena opinión, 
consideración o estima, que los demás tengan de ella o para con ella por esos valores, y que 
constituye un bien jurídico de su personalidad, del cual goza como resultado de su comportamiento 
moral y/o profesional; por ende, la buena reputación sí entraña un derecho que asiste a todas las 
personas por igual, y se traduce en la facultad que cada individuo tiene de exigir que otro no 
condicione negativamente la opinión, consideración o estima que los demás se han de formar sobre 
él. En ese sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
tanto las personas físicas como las morales cuentan dentro de los derechos de su personalidad, con 
el derecho al honor y a su buena reputación, por lo que tienen legitimación para emprender acciones 
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de daño moral cuando esos bienes jurídicos son lesionados. Así, cuando se juzguen actos ilícitos 
concretos que potencialmente puedan lesionar el derecho al honor en su vertiente de buena 
reputación, no es acorde con el contenido y alcance de ese derecho sostener que pueda exigirse al 
accionante que demuestre la existencia y magnitud de una previa buena reputación, pues ello 
implicaría negar a ésta la naturaleza de derecho fundamental, además, porque es inherente a ese 
derecho presumirla por igual en todas las personas y en todos los casos, y partir de la base de su 
existencia para determinar si los hechos o actos ilícitos materia del litigio afectaron esa buena 
reputación. Ahora bien, la existencia del daño moral derivado de la afectación a ese derecho es una 
cuestión distinta, respecto de la cual no es posible sentar su presunción, como una premisa inherente 
a su definición, contenido y alcance, sino que debe acreditarse, porque la presunción de daño en 
que se sustenta la denominada teoría de la prueba objetiva, se justifica en dos razones esenciales: 
1) la imposibilidad o notoria dificultad de acreditar mediante prueba directa la afectación, derivado 
de la naturaleza intangible e inmaterial de ésta; y, 2) la posibilidad de establecer la certeza de la 
afectación como consecuencia necesaria, lógica y natural u ordinaria, del acto o hecho ilícito; 
condiciones que no necesariamente se actualizan cuando se aduce afectación a la buena 
reputación, ya que ésta implica la existencia de factores o elementos externos y la intervención de 
otras personas, según el tipo de interacción o relación existente entre éstas y el afectado, que son 
susceptibles de expresión material y, por tanto, objeto de prueba directa que la acredite. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3802/2018. Luis Antonio Arrieta Rubín. 30 de enero de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019713  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de abril de 2019 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.4o.C.71 C (10a.)  
 
DAÑO MORAL. RESPONSABILIDAD DE EMPRESAS EDITORIALES, POR AFECTACIÓN A LA 
VIDA PRIVADA, AL HONOR Y A LA PROPIA IMAGEN. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. CLXXII/2012 
(10a.), estableció como regla general la ausencia de imputación objetiva de responsabilidad para 
estas empresas; sin embargo, reconoció la existencia de excepciones concretas, lo que abre la 
posibilidad de contribuir a la determinación de otros casos, que lejos de reñir o contraponerse con 
esos lineamientos, los complementen. Ciertamente, es innegable la existencia de supuestos de los 
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que se evidencia claramente la corresponsabilidad de los órganos directivos o de las empresas 
editoriales, conjuntamente con los autores, que afectan el honor, la vida privada de las personas, la 
propia imagen, etcétera, con el material reproducido en sus medios de comunicación, como son los 
siguientes: 1. Existencia de un acuerdo de voluntades, expreso o tácito, entre la empresa editorial y 
el autor, en el que la primera se haya reservado su derecho de revisar previamente el contenido 
aportado por el segundo, como requisito establecido en el contrato de edición literaria, con base en 
las disposiciones de la Ley Federal del Derecho de Autor. Esta situación implica que la editorial 
realiza un análisis previo del contenido de la información, con la finalidad de determinar si decide o 
no publicarla. Ese análisis no se traduce en una previa censura, ni se les impone la obligación de 
revisar y seleccionar contenidos y decidir qué notas pueden o no publicar, porque esa actividad se 
lleva a cabo en cumplimiento a los derechos y obligaciones contractuales. 2. Cuando la empresa 
editorial intencionalmente busca dañar o afectar, acorde a lo dispuesto por el artículo 2106 del 
Código Civil Federal y sus correlativos de las entidades de la República, así como diversos principios 
de los actos jurídicos propios, relativos a que nadie puede beneficiarse de su propio dolo. Para evitar 
legitimar el abuso del derecho, debe recurrirse al análisis de su organización normativa y funcional, 
vista externamente o mediante el corrimiento del velo corporativo, cuando ello sea estrictamente 
necesario, con base en los hechos y las pruebas aportadas por el afectado, que pueden 
complementarse con las recabadas oficiosamente por el juzgador, cuando así proceda. 3. Culpa 
inexcusable de la empresa editorial, presente en los casos de información notoriamente falsa; la que 
carece claramente de fuentes comprobables, a pesar de haberse manejado como "investigación"; la 
que se aparta de las reglas de la lógica, del sentido común, o la que parte de premisas clara, evidente 
y rotundamente indemostrables, que fácilmente se adviertan por cualquier persona, como sucede, 
verbigracia, cuando se derivan de revelaciones de videntes o seres divinos. En este supuesto, para 
determinar la responsabilidad, es imprescindible que el demandante contribuya aportando los 
hechos claros, precisos y concisos desde su demanda y cumpla su carga probatoria. 4. Cuando es 
dueña o titular de los derechos de publicación, de manera que, en términos del artículo 47 de la Ley 
Federal del Derecho de Autor, pueda reimprimir o autorizar a otros la reproducción del contenido, ya 
declarado ilícito, en otros medios de difusión. En este caso, la editorial podría pretender ejercer sus 
derechos contractuales, y así poner en tela de juicio los derechos del afectado para defenderse, 
porque ya no podría demandarse de nueva cuenta al autor, en virtud de que la reimpresión o nueva 
publicación no le serán atribuibles. La situación se agrava cuando la información permanece en 
Internet por tiempo indefinido, pues si no se vincula a la editorial, se pondría en duda su obligación 
consecuencial de eliminar los registros digitales y dejarla al alcance de cualquier cibernauta, por lo 
que el acto ilícito seguiría produciendo efectos y consecuencias en el patrimonio moral del afectado. 
5. Por discriminación e inequidad en el cumplimiento de la condena. En efecto, estas empresas, 
acorde a lo establecido por el artículo 75, fracción IX, del Código de Comercio, desempeñan una 
actividad lucrativa, por lo cual existe la presunción legal de que obtuvieron ganancias con la 
publicación de la información ilícita. La mercantilidad de sus actos implica que si solamente se 
condena al autor, en términos del artículo 39 de la Ley de Responsabilidad Civil, para la Protección 
del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, ahora Ciudad de 
México, se propiciaría: a) discriminar subjetivamente al autor frente a la editorial, porque a pesar de 
que ambos lucraron con el mismo acto ilícito, solamente el primero tendrá que soportar la condena, 
en contravención al artículo 1o. constitucional; y b) enriquecer ilícitamente a la editorial, al lucrar con 
la publicación de la sentencia condenatoria a costa del autor, ganancia que puede ser mucho mayor 
acorde al espacio necesario para difundir la resolución condenatoria. 6. El enfoque de la información, 
por el formato o estilo del diseño gráfico. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 850/2018. Guillermo Eduardo Capetillo de Florez, también conocido como Guillermo 
Capetillo. 28 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. 
Secretario: Jaime Murillo Morales. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

PROCESAL 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019661  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Civil, Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 1/2019 (10a.)  
 
COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. LA REGLA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 1093 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO RESULTA APLICABLE A LAS CLÁUSULAS ESTIPULADAS 
EN CONTRATOS BANCARIOS DE ADHESIÓN CUANDO SE ADVIERTA VULNERACIÓN A LA 
GARANTÍA DE ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. 
 
De conformidad con lo dispuesto por los artículos 1093 y 1120 del Código de Comercio, la 
competencia territorial es prorrogable, en atención a que las partes de un acto jurídico pueden 
someterse, para el caso de controversia, a los tribunales de un determinado lugar a través del pacto 
de sumisión, mediante el cual los interesados manifiestan su voluntad en forma expresa. Sin 
embargo, para que se configure esa sumisión, necesariamente debe existir la voluntad de las partes 
en renunciar al fuero que la ley les concede y que se haga la designación de tribunales competentes, 
pero con la condición de que sean únicamente los del domicilio de alguna de las partes, los del lugar 
del cumplimiento de alguna de las obligaciones contraídas, o los del lugar de ubicación de la cosa. 
Ahora, si bien es cierto que en términos de lo dispuesto por el artículo 78 del Código de Comercio, 
la voluntad de las partes es la ley suprema de los contratos –entre los que se encuentran los 
contratos de adhesión de prestación de servicios bancarios–; también lo es que esa regla genérica 
en materia mercantil no es aplicable al pacto de sumisión cuando se someta al usuario financiero a 
la jurisdicción de un lugar diferente al de su residencia habitual. Efectivamente, constituye un hecho 
notorio que las instituciones bancarias no ofrecen sus servicios únicamente dentro de una 
jurisdicción territorial específica, sino que lo hacen a lo largo de todo el territorio nacional, obteniendo 
lucro por tales actividades. Por lo anterior, resulta lógico y razonable estimar que, en caso de 
controversia, no debe obligarse a los usuarios financieros a tener que desplazarse e incurrir en 
costos extraordinarios para poder tener un acceso efectivo a la justicia, máxime si estamos en 
presencia de un contrato mercantil de adhesión cuyos términos no resultan negociables. 
Consecuentemente, con independencia de que los contratantes hayan estipulado una cláusula de 
sumisión expresa a la competencia de los juzgados y tribunales de determinada circunscripción 
territorial, lo cierto es que tratándose de contratos de adhesión celebrados con instituciones 
bancarias, esa regla no cobra aplicación, debiendo apegarse a la interpretación que más favorezca 
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el derecho de acceso a la justicia consagrado en el artículo 17 de la Constitución Federal, que 
consiste en que los particulares cuentan con libertad para fijar la competencia donde se tramitará el 
juicio, tomando como parámetro el lugar donde se encuentre su domicilio, siempre y cuando también 
se proteja el interés de la institución crediticia demandada, que se traduce en que no se vea 
mermado su derecho de defensa por no contar con infraestructura o representación en los lugares 
en donde se desenvuelva la controversia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 192/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, 
Veracruz, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 14 de noviembre de 
2018. La votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera 
Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 105/2018 (cuaderno auxiliar 334/2018), consideró 
que con independencia de que las partes hubieran estipulado una cláusula de sumisión expresa al 
momento de suscribir el contrato fundatorio de la acción, que los sujetaba a la jurisdicción de los 
tribunales del Distrito Federal, actualmente Ciudad de México, lo cierto era que esa determinación 
no era razonable ni proporcional a la naturaleza de las partes en litigio, por lo que, a fin de privilegiar 
el derecho fundamental de acceso a la tutela judicial efectiva contenido en el artículo 17 de la 
Constitución Federal, el asunto podía tramitarse en la jurisdicción elegida por el actor, pues basta 
que la institución bancaria tenga su domicilio en el lugar seleccionado por el acreedor y que en ese 
lugar se haya celebrado el contrato de prestación de servicios. 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el amparo 
directo 460/2017, determinó que los interesados renunciaron expresamente al fuero que la ley les 
concedió, por lo que debía estarse de manera literal al clausulado del contrato en donde las partes 
manifestaron su voluntad de someterse a la jurisdicción de los tribunales de la Ciudad de México. 
 
Tesis de jurisprudencia 1/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de enero de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019629  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. XXVII/2019 (10a.)  
 
EMBARGO PRECAUTORIO. AUNQUE SE TRATA DE UNA MEDIDA PRECAUTORIA, NO LE 
SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS Y REQUISITOS EXIGIDOS PARA EL OTORGAMIENTO DE 
LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. 
 
Las medidas precautorias son providencias solicitadas por una de las partes al Juez, ya sea antes 
o durante el juicio, para evitar cambios que perjudiquen la acción ejercida; por ende, su finalidad es 
mantener una situación jurídica determinada, además de servir en algunos casos como garantía. 
Las modalidades en que estas medidas pueden manifestarse son diversas, pues ello depende tanto 
del tipo del procedimiento de que se trate (aspecto objetivo) como de la finalidad pretendida mediante 
la propia medida (aspecto subjetivo). Ahora bien, el embargo precautorio o su ampliación ordenado 
en términos de los artículos 384 y 389 del Código Federal de Procedimientos Civiles, constituye una 
medida precautoria dictada con motivo de juicios en los que se resuelven aspectos de mera legalidad 
–en los cuales las partes comparecen en una situación equiparable entre sí y, por tanto, en un plano 
de igualdad– cuya finalidad es evitar que el demandado en un juicio dilapide, oculte, simule o haga 
desaparecer los bienes y derechos que tiene a su favor para evitar la ejecución de una sentencia 
condenatoria. Por su parte, la suspensión en el juicio de amparo también es una medida precautoria 
o cautelar, pero derivada de un juicio de naturaleza constitucional y en el cual las partes no acuden 
en un plano de igualdad, sino dentro de una relación de supra a subordinación, cuya finalidad es 
evitar que el juicio de amparo quede sin materia ante la ejecución de los actos reclamados, o bien, 
que se materialice una afectación de difícil o imposible reparación para el quejoso. A partir de lo 
anterior se concluye que ambas medidas están referidas a juicios de naturaleza jurídica distinta y 
que su finalidad en uno y otro casos también es diferente, por lo que los requisitos y principios 
aplicables para el otorgamiento de la suspensión en el juicio de amparo (como el estudio de la 
apariencia del buen derecho y el peligro en la demora) no son exigibles para ordenar la constitución 
del embargo o su ampliación. 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 879/2018. Laboratorios Cryopharma, S.A. de C.V. 13 de febrero de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019608  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 15/2019 (10a.)  

http://www.rendonguerrero.com/


SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN – ABRIL 2019                         
 

 

 

Florencia No. 57, Piso 11, Col. Juárez, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06600, Ciudad de México,  Méxic o  

Te ls .  (5 2 5 5 )55 -3 3 -69 -1 4  / (5 2 5 5 )  5 5 -1 4 -7 7 -9 4  /  www.rendonguerrero.com  

27 

 
ACCIÓN DE PAGO DE HONORARIOS DERIVADA DE UN CONTRATO DE PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS PROFESIONALES. PARA SU PROCEDENCIA, EL ACTOR DEBE EXHIBIR LA 
CÉDULA PROFESIONAL QUE ACREDITE ESTAR FACULTADO PARA EJERCER LA 
PROFESIÓN DE LICENCIADO EN DERECHO O ABOGADO U OTRAS EVIDENCIAS QUE 
GENEREN AL JUZGADOR LA CONVICCIÓN DE QUE SE LE EXPIDIÓ AQUÉLLA 
(SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 16/2005). 
 
La acción de pago de honorarios derivada del contrato de prestación de servicios profesionales tiene 
como elemento esencial que el actor esté autorizado para ejercer la profesión de licenciado en 
derecho o abogado, por lo que, para su procedencia, es necesario que acredite fehacientemente 
que tiene esa calidad, lo que debe probarse a través de la exhibición de la documental pública 
consistente en la cédula profesional o a partir de otros medios de prueba que generen en el juzgador 
la convicción de que se le expidió aquélla, como por ejemplo, la inscripción del profesionista en el 
"Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho, ante los Tribunales 
de Circuito y Juzgados de Distrito", o las evidencias que demuestren que fue reconocido por un 
juzgador como autorizado por una de las partes en un juicio de amparo, en términos del artículo 12 
de la Ley de Amparo, previa acreditación de encontrarse legalmente autorizado para ejercer la 
profesión de licenciado en derecho o abogado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Solicitud de sustitución de jurisprudencia 6/2018. Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 7 de 
noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo 
López Andrade. 
 
Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 
de abril de 2019 a las 10:09 horas y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 8 de abril de 2019 para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
Número 19/2013, por lo que a partir de esas mismas fecha y hora, y con motivo de la resolución de 
la solicitud de sustitución de jurisprudencia 6/2018, ya no se considera de aplicación obligatoria la 
diversa 1a./J. 16/2005, de rubro: "HONORARIOS. LA ACCIÓN DE PAGO DERIVADA DE UN 
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES, REQUIERE PARA SU 
PROCEDENCIA QUE EL ACTOR EXHIBA LA CÉDULA PROFESIONAL QUE ACREDITE SU 
CALIDAD DE LICENCIADO EN DERECHO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, página 290. 
 
Tesis de jurisprudencia 15/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinte de febrero de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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INTERNACIONAL 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019612  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 47/2019 (10a.)  
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. EFECTOS DE SU RECHAZO SOBRE LA ACCIÓN DE 
REINSTALACIÓN Y DEMÁS PRESTACIONES RECLAMADAS. 
 
El rechazo del ofrecimiento de trabajo calificado de buena fe, cuando se demandó la reinstalación, 
sólo invalida esa acción; sin embargo, no implica la improcedencia del pago de los salarios caídos, 
pues ello dependerá del análisis que debe llevar a cabo la autoridad jurisdiccional en materia laboral, 
al determinar si se acredita el despido injustificado correspondiente, así como resolver sobre las 
demás prestaciones reclamadas. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Solicitud de sustitución de jurisprudencia 13/2018. Pleno en Materia de Trabajo del Segundo 
Circuito. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen 
Alejandra Hernández Jiménez. 
 
Tesis sustituidas: 
 
2a./J. 24/2001, de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU RECHAZO POR EL TRABAJADOR 
QUE DEMANDÓ LA REINSTALACIÓN, INVALIDA LA ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO DE 
CONTRATO, POR ENTRAÑAR DESINTERÉS EN OBTENER UN LAUDO CONDENATORIO.", 
derivada de la contradicción de tesis 6/2001 y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, julio de 2001, página 468. 
 
Tesis 2a./J. 97/2005, de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. PARA QUE SU RECHAZO POR 
EL TRABAJADOR INVALIDE LA ACCIÓN DE REINSTALACIÓN, ES NECESARIO QUE AQUÉL 
SEA CALIFICADO POR LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE (APLICACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 24/2001).", derivada de la aclaración de sentencia en la contradicción de 
tesis 74/2005-SS y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXIII, abril de 2006, página 208. 
 
Tesis de jurisprudencia 47/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veinte de febrero de dos mil diecinueve. 
 

http://www.rendonguerrero.com/


SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN – ABRIL 2019                         
 

 

 

Florencia No. 57, Piso 11, Col. Juárez, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06600, Ciudad de México,  Méxic o  

Te ls .  (5 2 5 5 )55 -3 3 -69 -1 4  / (5 2 5 5 )  5 5 -1 4 -7 7 -9 4  /  www.rendonguerrero.com  

29 

Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 
de abril de 2019 a las 10:09 horas y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 8 de abril de 2019 para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
Número 19/2013, por lo que a partir de esas mismas fecha y hora, y con motivo de la resolución de 
la solicitud de sustitución de jurisprudencia 13/2018, ya no se consideran de aplicación obligatoria 
las diversas 2a./J. 24/2001 y 2a./J. 97/2005, de rubros: “OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU 
RECHAZO POR EL TRABAJADOR QUE DEMANDÓ LA REINSTALACIÓN, INVALIDA LA ACCIÓN 
DE CUMPLIMIENTO DE CONTRATO, POR ENTRAÑAR DESINTERÉS EN OBTENER UN LAUDO 
CONDENATORIO.” y “OFRECIMIENTO DE TRABAJO. PARA QUE SU RECHAZO POR EL 
TRABAJADOR INVALIDE LA ACCIÓN DE REINSTALACIÓN, ES NECESARIO QUE AQUÉL SEA 
CALIFICADO POR LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE (APLICACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 24/2001).”, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomos XIV, julio de 2001, página 468 y XXIII, abril de 2006, página 208, 
respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 

PENAL 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019618  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. XXIX/2019 (10a.)  
ORDEN DE APREHENSIÓN. REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBE CONTENER LA CONSTANCIA 
EMITIDA POR EL JUEZ DE CONTROL PARA LOGRAR SU EJECUCIÓN. 
 
La orden de aprehensión para su emisión, conforme al nuevo sistema de justicia penal, requiere de 
datos que establezcan que se cometió un hecho señalado por la ley como delito y que existe la 
probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión, ya que el objetivo es poner al 
detenido a disposición del juez de control para que el Ministerio Público formule imputación y exprese 
los datos de prueba correspondientes, a fin de que se dicte el auto de vinculación a proceso y se 
formalice la investigación. Así, para que se pueda llevar a cabo la ejecución de la orden de detención, 
es necesario que el juez de control proporcione a los elementos aprehensores una constancia que 
contenga los puntos resolutivos de la determinación que emitió de manera oral, así como copia del 
audio y video de la audiencia relativa, que les permita identificar plenamente al gobernado y que 
éste pueda imponerse adecuadamente de la decisión que afecta su derecho a la libertad personal, 
por tanto, los requisitos mínimos que debe contener la aludida constancia son los siguientes: a) el 
nombre y apellidos de la persona que se pretende detener; b) la causa penal instruida por su 
probable participación en la comisión de un hecho que la ley señala como delito, previsto y 
sancionado en el ordenamiento sustantivo aplicable; c) el juez de control que la pronunció y d) la 
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fecha en que se expidió. Con tales elementos se otorgará certeza y seguridad jurídica al particular, 
y se asegurará la prerrogativa de defensa contra una detención que no cumpla con la exigencia 
constitucional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1090/2017. José Antonio Alvara Ponce. 6 de junio de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019617  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXVIII/2019 (10a.)  
 
ORDEN DE APREHENSIÓN. LA VIDEOGRABACIÓN DE LA AUDIENCIA QUE LA CONTIENE EN 
LA QUE EL JUEZ DE CONTROL LA EMITIÓ, CONSTITUYE EL REGISTRO EXIGIDO POR EL 
ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
PARA QUE EL IMPUTADO CONOZCA LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE AQUEL 
ACTO DE MOLESTIA. 
 
Al ser la orden de detención, un acto dictado en la audiencia por el Juez de Control, en el que deberá 
expresar el fundamento legal y las razones por las que lo emitió, será innecesario que pronuncie 
una diversa resolución por escrito, ya que la constancia que dota de seguridad jurídica al imputado 
para conocer las razones y el fundamento que tomó en cuenta el juzgador para pronunciar su 
decisión, es la videograbación del desarrollo de la audiencia. Máxime que de conformidad con el 
artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Federal, reformado mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, el Constituyente determinó que en los 
juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, 
como es el proceso penal acusatorio y oral, bastará con que quede constancia del acto de molestia 
por cualquier medio, no sólo por "escrito". 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1090/2017. José Antonio Alvara Ponce. 6 de junio de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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